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La vida en el centro: desafíos hacia sociedades de cuidado

Verónica Serafini Geoghegan1

Introducción

Gran parte de los países de América Latina está en proceso de diseño de polí-
ticas de cuidado y construcción de sistemas de cuidado, en el marco de pro-
fundas deudas sociales con la ciudadanía y en particular con las mujeres. 

A la existencia de sistemas de protección social, educación y salud fragmen-
tados y segmentados y, en muchos casos, con brechas de cobertura, se aña-
de la baja prioridad fiscal en la mayoría de los países, lo que agrega compleji-
dad a la instalación de sistemas de cuidado adecuadamente integrados a las 
políticas que recibieron más fuerza y atención a lo largo de la historia reciente.

Los profundos cambios demográficos, económicos, sociales y culturales im-
pulsaron la discusión sobre los derechos, las demandas y necesidades rela-
cionadas con los cuidados, frente a la multiplicidad de crisis que la pandemia 
del COVID-19 contribuyó a agravar. 

La región se encuentra actualmente frente al desafío de incorporar el cuidado 
en la arquitectura institucional del Estado de manera integral y sostenible. El 
sistema de protección social recibe la mirada más aguda teniendo en cuenta 
la interrelación entre sus objetivos y los de los cuidados.

El presente artículo tiene como objetivo plantear lineamientos para la discu-
sión sobre los cuidados en el marco de la protección social. Mientras la pro-
tección social tiene larga data en las políticas públicas, la preocupación por 
los cuidados como política específica tomó fuerza en las últimas décadas, 

1. Economista con maestría en Ciencias Sociales en FLACSO-México y doctorado en Economía 
en la UNAM-México. Fue consultora para el Sistema de Naciones Unidas, BID y Banco Mundial. 
Latindadd.

El cuidado en la protección social.
Los desafíos de su incorporación
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aunque en la mayoría de los países existían desde mucho tiempo atrás inter-
venciones y programas considerados parte de esa política.

Los desafíos de la protección social frente a los derechos
de las mujeres

La idea de un Estado y de una sociedad protectora frente a la indefensión, 
la inseguridad o las amenazas que enfrentan las personas, es una preocu-
pación antigua que toma forma en el siglo XVIII y tiene un momento cúspide 
con su operacionalización en la construcción de los estados de bienestar en 
el siglo XX.

La preocupación fue tornándose cada vez mayor porque hasta la llegada de 
la modernidad la protección se sustentaba en la pertenencia a la familia, co-
munidad, linaje, religión o gremios ocupacionales vinculados a determinados 
oficios. 

Los procesos de urbanización e individuación debilitaron los lazos de proxi-
midad y junto con la conformación de los Estados nacionales, adquiere re-
levancia la discusión sobre el rol del Estado. Clásicos como Hobbes y Locke 
centraron gran parte de su producción intelectual en los ámbitos, límites y 
competencias que deberían ser regulados y objeto de intervención desde la 
institucionalidad pública, poniendo énfasis en los derechos civiles y políticos.

El advenimiento de la “sociedad salarial” en la primera mitad del siglo XX tras-
ladó la discusión hacia la protección del trabajo. Instituciones como el salario 
mínimo y el seguro social se instalaron con fuerza, asumiendo que la principal 
fuente de seguridad está en el acceso a un trabajo. 

El establecimiento del salario mínimo así como las garantías para una jubi-
lación son los componentes principales de la sociedad salarial, a los que se 
agregan el acceso a la salud y a servicios públicos y protecciones especiales 
a la familia. De esta manera, el Estado social se construye desde un rol asegu-
rador, en el contexto de una sociedad de aspiración de movilidad ascendente 
y cuya identidad se fundamenta en un contrato social en el que las personas 
reciben la protección por su pertenencia a la Nación. El sentido de seguridad 
ya no se cimenta en lazos de proximidad, sino en un conjunto de reglas com-
partidas en virtud de una convención colectiva (Castel, 2008).

La complejización de la sociedad y la precarización económica crearon nu-
merosos colectivos excluidos de los mecanismos de protección —jóvenes 
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desempleados o emprendedores, agricultores urbanos y rurales, mujeres 
fuera de la fuerza de trabajo, grupos étnicos—. 

Un segundo grupo de población se incorporó al estado social a partir de me-
didas específicas, compensatorias o parciales como los trabajadores y tra-
bajadoras en situación de pobreza o con trabajos precarios, o las mujeres 
trabajadoras en su rol de madres, o como esposas de hombres trabajadores. 

Otros grupos fueron beneficiados con protección para determinados riesgos, 
frente a la aparición de nuevas formas de vulnerabilidad, como las derivadas 
del cambio climático o de cambios en el perfil epidemiológico.

Así, se construyeron políticas y sistemas excluyentes, fragmentados —mul-
tiplicidad de instituciones sin mecanismos de coordinación y con escasa 
presencia de financiamiento solidario— y segmentados —diferenciación de 
riesgos y prestaciones según sexo, etnia, nivel socioeconómico, ocupación, 
entre otros—. 

Los riesgos y vulnerabilidades se consideraron, en la mayoría de los casos, 
vinculados a la adscripción al trabajo remunerado y al debilitamiento de los 
lazos de proximidad. Recién a partir del siglo XXI y de la mano de los aportes 
del feminismo y la Economía feminista, toma impulso un debate que amplía el 
concepto de trabajo y analiza críticamente las concepciones implícitas en las 
ideas de protección social y cuidado (Carrasco, 2011). 

Martha Fineman (2008 y 2013) señala que la vulnerabilidad es inherente al 
ser humano, es universal y continua a lo largo de la vida. Su principal preo-
cupación es la de superar la visión de “grupos vulnerables” como poblaciones 
específicas que sufren discriminaciones o en muchos casos son objeto de 
estigmatizaciones, como las personas con discapacidad, las madres solteras, 
los adolescentes excluidos del sistema educativo o los jóvenes en conflicto 
con la ley, sacando la vulnerabilidad del ámbito de la vigilancia o regulación, e 
incluso de la punición, en la arquitectura política-institucional.

Butler (2006) hace referencia a la vulnerabilidad derivada de la corporeidad, 
esta vulnerabilidad se exacerba bajo ciertas condiciones sociales y políticas, 
especialmente cuando la violencia es una forma de vida y los medios de auto-
defensa son limitados.

Martha Nussbaum (2006, 2007), siguiendo el enfoque de capacidades, opor-
tunidades y funcionamientos de Amartya Sen, señala que la vulnerabilidad 
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tiene dos orígenes. Por un lado, se concibe como una condición humana uni-
versal, ligada a una existencia que enfrenta sufrimientos, enfermedades, el 
deterioro, la dependencia, y la muerte. Por otro lado, tiene fuentes sociales 
derivadas de la pobreza, violencia, marginación o subordinación. 

Las personas son seres interdependientes y enfrentan condiciones de inde-
fensión. El sentido de justicia radica en garantizar que por razón de su vul-
nerabilidad —en cualquiera de sus formas— las personas que se ubiquen por 
debajo de las capacidades mínimas para una vida digna, no dejen de hacer 
uso de las oportunidades o tengan obstáculos para el logro de resultados.

En definitiva, los seres humanos, tanto en virtud de sus propios cuerpos, 
como de su vida en comunidad y por la forma en que construyen en el ima-
ginario el sentido de su interdependencia, son vulnerables. Están expuestos 
a enfermedades físicas, lesiones, discapacidades y muerte. Dependen del 
cuidado de otros durante largos períodos de su vida. Como seres sociales y 
afectivos son emocional y psicológicamente vulnerables: a la pérdida y al do-
lor, a la negligencia, abuso y falta de cuidado, al rechazo, el ostracismo y la 
humillación. Como seres sociopolíticos, son vulnerables a la explotación, la 
manipulación, la opresión, la violencia política y la violación de sus derechos. 
El ambiente también hace vulnerables a las personas. 

El contexto económico determinado por los procesos de globalización, priva-
tización y liberalización económica, la volatilidad del crecimiento, los merca-
dos laborales flexibles, precarios e informales, así como la falta de cobertura 
y mala calidad de los servicios básicos constituyen limitantes estructurales 
a la protección social. También lo son los patrones culturales, la invisibiliza-
ción o estigmatización de determinadas condiciones en personas o grupos y 
la construcción social de la “normalidad”.

Construida de esta manera, la vulnerabilidad se convierte en una condición 
de la vida corporal, emocional, psicológica y afectiva. A la vez que es universal 
y constante, es particular y varía según el contexto y la temporalidad. 

Desde estas perspectivas, el rol del Estado adquiere relevancia porque las 
políticas deben responder a la vulnerabilidad de la condición humana, enten-
diendo que la misma tiene fundamentos complejos en carencias materiales 
y simbólicas, en la capacidad de acción o agencia, así como en las relaciones 
de interdependencia y necesidades mutuas entre los seres humanos y con su 
ambiente.
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La política de protección social tiene como principal objetivo enfrentar las 
causas de las vulnerabilidades a lo largo de la vida. Al respecto, Cecchini et al 
(2015) señala que la protección social se centra en tres ideas fundamentales: 

“garantías de bienestar básicas, aseguramientos frente a riesgos derivados 
del contexto o del ciclo de vida y moderación o reparación de daños sociales 
derivados de la materialización de problemas o riesgos sociales. (...) La pro-
tección social está dirigida a responder a problemas estructurales como la 
pobreza y la desigualdad”.

En este mismo sentido, Sepúlveda y Nyst (2012) señalan que la protección so-
cial desde un enfoque de derechos tiene la potencialidad de garantizar cali-
dad de vida, incluyendo el derecho a una alimentación adecuada y a la vivien-
da, el derecho a la seguridad social, a la educación y a la salud. 

En la construcción de los sistemas de protección social, las condiciones pro-
pias de las mujeres permanecieron invisibles. Aquellos enfoques centrados 
en la adscripción a un trabajo remunerado y con énfasis en el financiamiento 
a través de la contribución de trabajadores/as y empleadores/as dejan fuera 
a más de la mitad de las mujeres. Por otro lado, un importante grupo de muje-
res en el mercado no recibe remuneración por trabajar en emprendimientos 
familiares o lo hace en ocupaciones precarizadas, la mayoría de las veces en 
extensiones de las labores consideradas “femeninas”, como las trabajadoras 
domésticas. De esta manera el sistema previsional reproduce las desigualda-
des preexistentes en lugar de contribuir a su reducción. 

Los enfoques que se centran en la pobreza o vulnerabilidad económica, por 
lo general, traen implícito un abordaje familiarista —igual que en el caso de 
la seguridad social— y maternalista (Montaño, 2007; Molyneux, 2007), dado 
que la mayoría de las mediciones de pobreza se han realizado teniendo como 
unidad de análisis la familia. 

Los subsidios energéticos, a los alimentos o las transferencias condiciona-
das han sido implementadas bajo este paradigma, otorgando más responsa-
bilidades a las mujeres, lo que conlleva mayor tiempo de trabajo no remune-
rado. El impacto y la eficiencia de los programas, sobre todo, los dirigidos a 
las poblaciones en situación de pobreza o vulnerabilidad extrema no serían 
posibles sin este tiempo entregado por las mujeres. El caso de los progra-
mas de transferencias monetarias implementados en casi todos los países 
de América Latina es un ejemplo específico del llamado “maternalismo so-
cial” y del reforzamiento de los roles tradicionales de cuidado atribuidos alas 
mujeres (CEPAL, 2012). 
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La familia es vista como una estructura homogénea, generalmente integra-
da por un proveedor principal —hombre—, con una mujer que ejerce el rol de 
madre. Las asignaciones de tiempo y recursos económicos o simbólicos son 
realizadas asumiendo un bienestar conjunto y la ausencia de conflicto, invisi-
bilizando las brechas de género y su posible profundización cuando ocurren 
crisis económicas o se implementan políticas públicas.

El análisis de la protección social desde un enfoque de género requiere de 
una mayor complejidad que incorpore la división sexual del trabajo y espe-
cíficamente al trabajo no remunerado —doméstico y de cuidado— como un 
determinante clave de riesgo y vulnerabilidad. 

El trabajo no remunerado tiene implicancias en la exclusión del sistema edu-
cativo formal, en la educación continua, en el acceso al empleo remunerado y, 
por lo tanto, en la inclusión en los sistemas previsionales. 

La falta de autonomía económica, en algunos casos, hace a las mujeres más 
vulnerables a la violencia; sin embargo, el acceso al mercado laboral o a una 
transferencia monetaria puede generar una mayor incidencia de violencia 
doméstica o social. Si bien esta dimensión de la vulnerabilidad ha sido menos 
estudiada e incorporada al debate de la protección social, es innegable que la 
violencia es un factor de riesgo social y económico.

La sobrecarga del cuidado y la violencia de género deben ser incorporados 
como parte de los riesgos que enfrentan las mujeres. Por lo tanto, no pue-
den ser invisibilizados ni dejados de lado si se considera la protección social 
como la estrategia para abordar los factores de vulnerabilidad.

El cuidado como parte esencial de la protección social 

En los últimos años, la discusión sobre las funciones y el contenido de la po-
lítica de protección social incorporó la necesidad de atender la denominada 

“crisis del cuidado”. Se denomina así a la conjunción de dos problemas que 
probablemente tenderán a empeorar si el Estado no interviene: 1) el aumen-
to de la demanda, la complejidad del cuidado y la reducción de la oferta de 
cuidadores potenciales, que hacen cada vez más difícil la atención individual 
y particular de las personas; 2) la persistencia de bajos niveles de bienestar, 
incluyendo la dimensión del cuidado. 

La crisis del cuidado es una fuente de vulnerabilidad, tanto para las personas 
que requieren asistencia como para aquellas que tienen la responsabilidad 
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de prestar cuidados, sean remunerados o no, y que en su mayoría son muje-
res. Igual que la noción de vulnerabilidad, el concepto del cuidado también 
está en discusión. Las diferentes acepciones incluyen aspectos que van des-
de actividades básicas, como la elaboración de alimentos y la realización de 
compras, hasta los vínculos afectivos que se establecen o que son previos a 
la necesidad de cuidado. 

El cuidado es “un conjunto de actividades específicas que incluye todo lo que 
las personas hacen para mantener, continuar y reparar nuestro mundo, de 
manera que podamos vivir en él tan bien como sea posible. Ese mundo inclu-
ye nuestros cuerpos, nuestro ser y nuestro ambiente, todo lo que buscamos 
para entretejer una compleja red de sostenimiento de la vida” [Tronto (2006), 
como se citó en Montaño y Calderón, 2010, p. 27].

“El cuidado se refiere a las actividades indispensables para satisfacer las ne-
cesidades básicas de la existencia y reproducción de las personas. Brindán-
doles los elementos físicos y simbólicos que les permiten vivir en sociedad” 
(Rodríguez Enríquez y Marzonetto, 2015, p. 105).

El cuidado atañe a los bienes y actividades que permiten a las personas ali-
mentarse, educarse, estar sanas y vivir en un hábitat propicio. Abarca, por 
lo tanto, el cuidado material, que implica un trabajo, el cuidado económico, 
que implica un costo, y el cuidado psicológico, que implica un vínculo afectivo 
(Batthyány, 2004; CEPAL, AECID, 2012). 

Estos conceptos dan cuenta de la amplitud y profundidad de las implicancias 
del cuidado como un derecho que debe ser garantizado por el Estado a través 
de una política pública. Considerar el cuidado como un derecho ubica al Es-
tado como la institución central para garantizar su provisión. Por lo tanto, los 
principios rectores deben sostenerse en la universalidad e igualdad.

Desde que nacen, todas las personas requieren cuidados. Si bien existe la 
percepción de que el trabajo de cuidado se limita a las personas dependien-
tes como adultas mayores, niños, niñas, personas con alguna discapacidad o 
enfermedad, en realidad todas las personas necesitan y comparten algún tipo 
de cuidado.

El cuidado proporciona bienestar físico, psíquico y emocional a las personas 
y va más allá de las tareas reproductivas y materiales, como el amamanta-
miento, la alimentación, la limpieza, la atención a la enfermedad o discapa-
cidad. Implica afectividad, reproducción de relaciones sociales, de un modo 
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de vida, de prácticas culturales, es parte de un compromiso social. Por lo 
tanto, el cuidado debe enmarcarse en una visión más amplia que la de la de-
pendencia. 

El cuidado no debe ser visto sólo como una responsabilidad familiar y de las 
mujeres, sino como un compromiso social y del Estado (Carrasco, 2003). Ra-
zavi (2007, p. 21) propone la idea del “diamante del cuidado”, señalando que 
existen cuatro instituciones clave en la provisión de cuidado: hogares/fami-
lias, sector público, organizaciones no gubernamentales y el mercado/sector 
privado. 

Es difícil separar los límites de estos cuatro componentes, ya que, por ejem-
plo, el sector público puede realizar transferencias a las familias para que 
ellas compren servicios en el mercado. El sector público también puede 
realizar transferencias directas o subsidiar al sector privado, o a las organi-
zaciones de la sociedad civil (OSC) para que estas realicen la provisión. Las  
familias, por su lado, pueden financiar los cuidados con sus ingresos labora-
les u organizar servicios comunitarios.

La satisfacción de la necesidad de cuidado y la forma en que la sociedad or-
ganiza la producción y la distribución del cuidado tienen fuertes implicancias 
para el Estado. En primer lugar, por su impacto en la desigualdad. Por un lado, 
dependiendo de sus ingresos y de su posición en la estructura laboral, las fa-
milias podrán delegar una parte de los cuidados, adquiriendo servicios en el 
mercado, con diferentes niveles de calidad, o contar con mayor tiempo para 
cuidar, si trabajan en el sector formal y cuentan con licencias parentales. Por 
otro lado, están las desigualdades de género, ya que son las mujeres sobre 
quienes recae la mayor responsabilidad del cuidado en cualquiera de los ám-
bitos, con implicancias en sus oportunidades económicas, sociales y políticas. 

Un rol indelegable del Estado es la reducción de las desigualdades. Siendo el 
cuidado el pilar sobre el que se construyen desigualdades económicas y de 
género, las políticas públicas deben contribuir a la socialización de esta fun-
ción social fundamental y a garantizar el derecho a recibir cuidado de calidad 
independientemente del nivel económico.

En segundo lugar, por su rol en la política laboral y educativa teniendo en 
cuenta que el mercado es un proveedor importante que requiere regulacio-
nes de la oferta de servicios y la calificación de los recursos humanos.
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De lo anterior también se desprende el rol de la política de cuidado en el cre-
cimiento económico, en la sostenibilidad de la seguridad social contributiva 
e incluso en las recaudaciones tributarias. Una adecuada atención en la niñez 
y adolescencia, así como las mayores oportunidades económicas de las mu-
jeres, derivadas de una menor sobrecarga de trabajo en los hogares, tienen 
impacto en la oferta de trabajo y en sus efectos multiplicadores.

Así, la presencia activa del Estado como garante, promotor y regulador, cons-
tituye un imperativo para garantizar el derecho a ser cuidado, a cuidar y al 
autocuidado, y contribuye no sólo a la garantía de los derechos de las mujeres, 
sino además a múltiples objetivos económicos.

Desde este concepto, el cuidado, al constituirse en un derecho y al ser deter-
minante de riesgos y vulnerabilidades que terminan traduciéndose en des-
igualdades, se constituye también en un objetivo de la protección social. 

Los desafíos de América Latina 

La construcción del Estado protector en América Latina enfrenta grandes 
desafíos. Uno de los pilares más importantes lo constituye la adscripción a 
la seguridad social por la vía del trabajo en relación de dependencia. Entre 
las medidas más importantes de protección social y que forman parte de las 
políticas de cuidado se encuentran las licencias que otorgan tiempo para el 
cuidado. 

Las licencias, generalmente pagadas, están disponibles en todos los países 
de la región, pero se limitan a las mujeres que trabajan en relación de depen-
dencia y que son, por lo general, las mujeres más educadas, dejando fuera 
a las trabajadoras independientes, agropecuarias, o en pequeños emprendi-
mientos familiares.  Por otro lado, con respecto a los hombres, generalmente 
tienen mayor cantidad de días de licencia por lo que puede constituir una des-
ventaja al considerarse a las mujeres con un mayor costo por la maternidad.

Como se puede ver, este mecanismo fundamental para el cuidado debe ser 
evaluado y reformulado a la luz de los derechos y las reconfiguraciones con-
ceptuales planteadas en los apartados anteriores, de manera de garantizar 
que el propio sistema no reproduzca desigualdades entre las mujeres y con 
respecto a los hombres. 

Si bien la participación económica de las mujeres latinoamericanas en el mer-
cado laboral ha venido aumentando desde la segunda mitad del siglo pasado, 
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todavía permanece baja y la brecha de participación con respecto a los hom-
bres se mantiene alta en comparación con otras regiones que han logrado 
llegar a la mitad de la que registra América Latina (ILO, 2017). Por otra parte, 
como se sabe, la pandemia generó retrocesos en los indicadores laborales de 
las mujeres (CEPAL, 2021).

Mientras el 77,2% de los hombres de quince años o más está activo laboral-
mente —ocupados más desocupados—, sólo el 53,1% de las mujeres participa 
en el mercado. Bolivia, Colombia, Perú, Uruguay, Brasil y Paraguay se encuen-
tran por arriba del promedio, los demás países por debajo. Los primeros cuatro 
de estos países presentan las menores brechas de participación de la región.

El 27,6% de las mujeres (de quince años o más) en América Latina no tiene 
ingresos propios, frente al 11,2% de los hombres. En Guatemala, la propor-
ción de mujeres que no tiene ingresos es del 51,0%, mientras que en Uruguay 
10,5%. En el quintil de ingresos más bajos, la situación empeora para las mu-
jeres, con lo cual se amplía la brecha con los hombres (CEPAL, 2023).

Esto significa que estas personas no tienen ingresos laborales, ni cuentan 
con recursos provenientes de algún mecanismo de protección social, ya sea 
de la seguridad social —jubilaciones o pensiones— o de transferencias públi-
cas —pensión alimenticia u otro tipo de recurso—. Tampoco reciben ayudas 
alimenticias, ni de ningún tipo, es decir, son dependientes de otras personas 
y altamente vulnerables a la pobreza.

En América Latina, a pesar de la expansión de la seguridad social (contribu-
tiva), la cobertura sigue siendo baja y concentrada en determinados grupos 
poblacionales, como el sector urbano y los quintiles más ricos. De los diez 
países que contaban con información actualizada antes de la pandemia, sólo 
cuatro —Brasil, Chile, Costa Rica y Uruguay— tenían cobertura en más de la 
mitad de la población ocupada. La cobertura se reduce en el quintil de meno-
res ingresos y en el sector rural. Sólo un país de la región tiene una cobertura 
mayor al 50% en el quintil de menor ingreso (Chile, 50,5%), y en seis de los 
diez países, la seguridad social cubre a menos del 10% de la población en este 
quintil. En el sector rural las coberturas también se reducen, sobre todo, en 
los quintiles de menores ingresos. En el caso de las mujeres, la incorporación 
a la seguridad social es menor que la de los hombres en seis de diez países 
(Serafini, 2020, p. 19).

La reducción de las brechas por sexo en las coberturas del sistema de seguri-
dad social contributivo, así como una paulatina disminución de la proporción 
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de mujeres sin ingresos propios se explica, en parte, por la implementación 
de programas no contributivos —desvinculados de la trayectoria laboral y fi-
nanciados con impuestos—, cuya implementación se dio en el marco de las 
estrategias contra la pobreza, por lo que beneficiaron particularmente a las 
mujeres, elevando la proporción de personas con algún tipo de ingreso (San-
doval, 2019; Bertranou, Solorio y Van Ginneken, 2002). 

No obstante, debido a que las prestaciones fueron generalmente menores, 
las brechas entre hombres y mujeres permanecen en los beneficios recibi-
dos, aunque también se observan una reducción en las mismas (Amarante, 
Colacce y Manzi, 2016). Además, hay mujeres que tienen una cobertura pen-
sional “indirecta” por cuenta de las contribuciones de sus cónyuges, las cua-
les les conceden pensiones de supervivencia (BID, 2015). 

Los desafíos más importantes que enfrentan las mujeres latinoamericanas 
según ellas mismas son, en primer lugar, la necesidad de lograr un balan-
ce entre las responsabilidades familiares y el rol proveedor; en segundo lu-
gar, y muy relacionado con el anterior, la necesidad de contar con servicios  
de cuidado asequibles (OIT, Gallup, 2017). 

De esta manera, la incorporación de las mujeres en los sistemas de protec-
ción social se produjo fundamentalmente a partir de lo que Titmus denomi-
nó modelo “residual”, es decir, atendiendo de manera focalizada y temporal a 
las mujeres como un grupo específico que ni el mercado ni la familia habían 
podido atender (Titmus, 2008; Fonseca, s/f). Esta inclusión es relativamente 
nueva y fue a partir de los programas de asistencia social.

Muchas de las prestaciones relacionadas al cuidado en el sistema de protec-
ción social —como las licencias— contribuyen a aumentar las desigualdades 
en lugar de reducirlas, tanto por el lado de la oferta de bienes o servicios, 
como por el lado del financiamiento. 

Conclusiones

La incorporación del cuidado en los sistemas de protección social de la re-
gión requiere cambios estructurales derivados de la reconceptualización de 
las nociones de trabajo, riesgos y vulnerabilidades que se está realizando 
desde la Economía feminista. Por otro lado, es imprescindible diseñar los sis-
temas desde los derechos y considerar de manera explícita la reducción de 
las desigualdades.
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Sin estas consideraciones, la incorporación del pilar de cuidados y su trans-
versalización en los sistemas de protección social no sólo no contribuirá a 
la autonomía e independencia económica y a los derechos de las mujeres, al 
contrario, profundizará las desigualdades entre las propias mujeres y respec-
to de los hombres, tal como se evidencia en la mayoría de los países de la 
región con la implementación de subsistemas previsionales y subsistemas 
asistenciales que fragmentan y segmentan las prestaciones y su financia-
miento. 
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La vida en el centro: desafíos hacia sociedades de cuidado

Situar en el horizonte de la agenda feminista la construcción de una Socie-
dad de Cuidados tal como propusieron a los gobiernos de América Latina y 
el Caribe, la CEPAL y ONU Mujeres en la XV Conferencia Regional de la Mujer 
(Buenos Aires, 2022), no es un simple enunciado retórico. Más bien implica 
proponer cambios estructurales en muchos órdenes de la vida y, sobre todo, 
desafiar poderes económicos y políticos consolidados en la región. Esta 
propuesta puede parecer desmesurada y por tanto desechada tras planteos 
más realistas, pero también puede configurarse como una utopía que como 
diría Eduardo Galeano, “sirve para caminar”.

Tenemos muchos desafíos que afrontar para lograr sociedades que efecti-
vamente tengan la reproducción de la vida en el centro de la organización 
social y económica. Algunas de las áreas temáticas que se proponen como 
puntos nodales de la agenda de cuidados en la región son: el vínculo entre 
la distribución y calidad de los cuidados con las políticas macroeconómicas; 
las potencialidades y límites de la acción estatal para el reconocimiento, 
redistribución y remuneración de los cuidados; la interseccionalidad de los 
cuidados en relación a los territorios en los que se realizan, y la organización 
de las cuidadoras en tanto trabajadoras. 

Este libro pretende ser un aporte al debate y a la generación de las estrate-
gias políticas que avancen en las transformaciones estructurales necesarias 
para poner la vida en el centro de nuestras sociedades.
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